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          COMUNICADO No. 47
               Diciembre 3,4 y 5 de 2013

 


LA “RESPONSABILIDAD PERSONAL” DEL FUNCIONARIO COMPETENTE QUE DECRETA LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL DE UN SERVIDOR PÚBLICO ALUDE A LA RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA 

	 I. EXPEDIENTE D-9662 - SENTENCIA C-908/13 (Diciembre 3) 
M.P. Alberto Rojas Ríos 




 1. Norma acusada 
LEY 734 DE 2002
(Febrero 5)
Por la cual se expide el Código Disciplinario Único 

ARTÍCULO 157. SUSPENSIÓN PROVISIONAL. TRÁMITE. Durante la investigación disciplinaria o el juzgamiento por faltas calificadas como gravísimas o graves, el funcionario que la esté adelantando podrá ordenar motivadamente la suspensión provisional del servidor público, sin derecho a remuneración alguna, siempre y cuando se evidencien serios elementos de juicio que permitan establecer que la permanencia en el cargo, función o servicio público posibilita la interferencia del autor de la falta en el trámite de la investigación o permite que continúe cometiéndola o que la reitere. 

El término de la suspensión provisional será de tres meses, prorrogable hasta en otro tanto. Dicha suspensión podrá prorrogarse por otros tres meses, una vez proferido el fallo de primera o única instancia. 

El auto que decreta la suspensión provisional será responsabilidad personal del funcionario competente y debe ser consultado sin perjuicio de su inmediato cumplimiento si se trata de decisión de primera instancia; en los procesos de única, procede el recurso de reposición. 

Para los efectos propios de la consulta, el funcionario remitirá de inmediato el proceso al superior, previa comunicación de la decisión al afectado. 

Recibido el expediente, el superior dispondrá que permanezca en secretaría por el término de tres días, durante los cuales el disciplinado podrá presentar alegaciones en su favor, acompañadas de las pruebas en que las sustente. Vencido dicho término, se decidirá dentro de los diez días siguientes. 

Cuando desaparezcan los motivos que dieron lugar a la medida, la suspensión provisional deberá ser revocada en cualquier momento por quien la profirió, o por el superior jerárquico del funcionario competente para dictar el fallo de primera instancia. 

PARÁGRAFO. Cuando la sanción impuesta fuere de suspensión e inhabilidad o únicamente de suspensión, para su cumplimiento se tendrá en cuenta el lapso en que el investigado permaneció suspendido provisionalmente. Si la sanción fuere de suspensión inferior al término de la aplicada provisionalmente, tendrá derecho a percibir la diferencia. 

2. Decisión 
Declarar EXEQUIBLE la expresión “será responsabilidad personal del funcionario competente”, incluida en el inciso tercero del artículo 157 del Código Disciplinario Único (Ley 734 de 2002), por el cargo analizado en esta providencia. 

3. Síntesis de los fundamentos 
Le correspondió a la Corte definir si el aparte acusado del artículo 157 del Código Disciplinario Único establece una responsabilidad patrimonial directa del funcionario que dispone la suspensión provisional de un servidor público, de la cual se derive un daño antijurídico indemnizable a favor de un tercero, lo cual vulneraría el artículo 90 de la

Constitución, puesto que esa responsabilidad personal solo puede determinarse mediante la acción de repetición, es decir, después de que el Estado ya ha sido condenado; y también desconocería la igualdad, como quiera que los demás servidores públicos solo responden patrimonialmente por medio de dicha acción. 

Sin embargo, la Corporación concluyó que la expresión “responsabilidad personal” no puede entenderse como referida a todo tipo de responsabilidad, incluyendo la patrimonial, porque: (i) es evidente que el vocablo “personal” indica algo distinto a lo ”institucional” y a lo “patrimonial”; (ii) si el legislador hubiese tenido la intención de hacer una excepción al artículo 90 de la Constitución mediante la consagración de una hipótesis en que el daño antijurídico producto de la extralimitación de funciones o de la omisión de las mismas no fuera reparable patrimonialmente por el Estado, sino directamente por el funcionario, hubiese utilizado expresiones referidas justamente a ese supuesto, tales como “responder con el patrimonio propio” o “responsabilidad personal patrimonial”. Lo cierto es que utilizó la expresión que guarda menor relación con la idea de responsabilidad patrimonial; (iii) en virtud de los principios de conservación del derecho e in dubio pro legislatoris, si nada dentro del texto de la norma hace pensar que esta se refiera a que es la responsabilidad patrimonial la que resulta personal en el caso descrito en ella, mal haría la Corte en cuestionar su sentido literal primario, mediante la errada técnica interpretativa de acudir a lo que no dice la norma, para crear duda respecto de su sentido y cuestionar así su constitucionalidad. El deber no solo de este Tribunal sino de las autoridades en general es acudir a lo que sí dice la norma para construir, a partir de allí, su contenido normativo; (iv) el diseño de la Constitución implica que la responsabilidad patrimonial del Estado funciona como cláusula general desarrollada mediante las figuras de la reparación directa y la acción de repetición, cuando el daño del que derivó la indemnización a un tercero se originó en la acción y omisión de un servidor público o particular en ejercicio de funciones públicas. Este diseño debe presumirse respetado y acatado por el legislador, salvo cuando expresamente incluya una excepción a él, toda vez que no es posible presumir excepciones tácitas; y finalmente, (v) ha de tenerse en cuenta que la norma demandada se encuentra dentro del Código Disciplinario, por lo que en ausencia de una expresión que indique que la responsabilidad del funcionario que decreta la suspensión provisional de un servidor judicial es de orden patrimonial, cabe concluir que la “responsabilidad personal” que establece se refiere a la responsabilidad disciplinaria originada en la infracción de cualquier deber funcional por mal uso de la facultad de la autoridad competente de suspender provisionalmente al disciplinado antes del acto administrativo que culmine con la investigación disciplinaria, bien por infracción de la Constitución o la ley, extralimitación de funciones u omisión de las mismas. 

En consecuencia, la expresión acusada del artículo 157 del Código Disciplinario Único no vulnera el artículo 90 de la Carta Política, ni el derecho de igualdad, por cuanto la presunta transgresión de la normatividad superior derivaba de una interpretación de la norma que no es posible ni coherente. 

4. Salvamento de voto 
El magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez se apartó de la decisión por considerar que el cargo de inconstitucionalidad propuesto se basó en una interpretación subjetiva del demandante sobre el alcance de la expresión impugnada, que no corresponde a su contenido; razón por la cual la acusación carecía de la certeza que exige la formulación de un cuestionamiento de inconstitucionalidad para que la Corte pueda confrontar el precepto acusado con la normatividad superior. A su juicio, lo procedente era proferir un fallo inhibitorio.
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